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El Decreto 4844 de 26 de diciembre de 2008, proferido por el Presidente de la República en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 67 del Estatuto del Presupuesto, liquidó las modificaciones al presupuesto general de la Nación para la vigencia 2008, implementadas por el Decreto Legislativo 4843 de 26 de diciembre de 2008, en orden a acomodarlo a las necesidades impuestas por los gastos en que se debía incurrir para atender la crisis que generó el estado de Emergencia Económica y Social declarado a través del Decreto 4333 de 17 de noviembre de 2008, prorrogado mediante el Decreto 4704 de 15 de diciembre de 2008. Sobre el asunto que ocupa la atención de la Sala, resulta necesario precisar que la Corte Constitucional al hacer el estudio de constitucionalidad de los Decretos 4333 de 17 de noviembre de 2008, que declaró el Estado de Emergencia Económica y Social y 4704 de 17 de noviembre de 2008, por el cual se prorrogó por el término de treinta (30) días el Estado decretado, declaró exequible el primero e inexequible el segundo. (…) Ahora, declarada la inexequibilidad del Decreto 4704 de 2008, también se declaró la inexequibilidad, por consecuencia, del Decreto Legislativo 4843 de 26 de diciembre de 2008. La anterior circunstancia determinó que el fundamento jurídico del Decreto Reglamentario 4844 de 2008 “[P]or el cual el cual se liquida la modificación al Presupuesto General de la Nación, contenida en el Decreto 4843 de 2008”, desapareciera lo que de conformidad con lo dispuesto en el numeral 2º del artículo 66 del Código Contencioso Administrativo produjo la pérdida de la fuerza ejecutoria por decaimiento. El decaimiento, a partir de la fecha mencionada, no es óbice para que el Consejo de Estado haga un juicio de legalidad del acto objeto de examen por cuanto nació a la vida jurídica y generó efectos jurídicos. (…) En síntesis, el decreto estudiado fue proferido con el propósito de instrumentalizar la reforma al presupuesto, encaminada a aumentar la cobertura de los programas sociales dirigidos a solucionar la grave situación originada en la actividad de los recaudadores de dinero del público en operaciones no autorizadas, y en tal virtud sus fines estaban conformes con los establecidos en el multicitado artículo 67. (…) Así pues, el Decreto cuya revisión adelanta la Sala, mientras gozó de fuerza ejecutoria, se avino a las disposiciones legales y así se declarará en la parte resolutiva de esta providencia. (…) El Decreto 4865 de 2008, fue expedido en ejercicio de las facultades reglamentarias otorgadas al ejecutivo por el numeral 11 de la artículo 189 de la Constitución Política, con el propósito de instrumentalizar el artículo 1º del Decreto Legislativo 4450 de 25 de noviembre de 2008, que adicionó el artículo 305 del Código Penal. La Corte Constitucional al hacer el estudio de constitucionalidad del  Decreto 4450 de 25 de noviembre de 2008, por el cual se adicionó un inciso al artículo 305 del Código Penal – Ley 599 de 2000 – mediante sentencia C-266/09 lo declaró inexequible, según el comunicado de prensa 15. Entonces, en este caso también se presenta el decaimiento del acto objeto de revisión. Ahora, el Decreto 4865 de 30 de diciembre de 2008, reglamentario del artículo 1º del Decreto 4450 de 2008, con apoyo en una fórmula matemática, estableció una forma para precisar la utilidad excesiva que tipifica el delito de usura, pues a partir de su vigencia, y en tanto se adujera por razón de las ventas con pacto de retroventa o de las ventas y/o préstamos de dinero amortizables en cuotas, ya no se configuraría cuando se cobrara, a título de intereses, o costo del dinero o en últimas, de utilidad, una suma igual o superior al 150% del interés bancario corriente en un período, sino cuando el resultado de la sumatoria de los intereses cobrados en los diferentes períodos al final del plazo correspondiera a uno superior al 150%. (…) En suma, en la medida en que a través del Decreto 4865 de 2008, el ejecutivo le introdujo un elemento adicional al tipo penal de la usura – la forma de calcular la utilidad indebida -, usurpó la órbita de competencia del legislativo, por lo que fuerza concluir que se excedió al ejercer la facultad reglamentaria y, el acto allí contenido, resulta contrario a la normatividad vigente, como se declarará.

NOTA DE RELATORIA: Se remite a las sentencias C-255 de 2009, que declaró inexequible el Decreto 4843 de 2008 y C-266 de 2009, que declaró inexequible el Decreto 4450 de 2008.
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Los efectos jurídicos de las sentencias de constitucionalidad y su exigibilidad operan válidamente a partir del día siguiente a aquél en que se adoptó la correspondiente decisión, siempre y cuando se divulgue o comunique por los medios ordinarios reconocidos y no desde el momento en que se suscribe el texto, los salvamentos o aclaraciones, o se practica su notificación, dados sus efectos erga omnes, su carácter obligatorio, la primacía de la Constitución y la seguridad jurídica. 

NOTA DE RELATORIA: Sobre los efectos de los fallos de constitucionalidad de la Corte Constitucional y la utilidad de sus comunicados de prensa, se remite a la sentencia C-973 de 2004.
ACTO ADMINISTRATIVO - Elementos de validez 

(…) La Sala abordará ese examen considerando lo que la doctrina ha dado en llamar los elementos de la validez del acto administrativo, éstos corresponden: a) a la conformidad con las normas superiores, b) a la competencia, c) a la realidad de los motivos, d) a la adecuación de los fines y e) a la adecuación de las formas.

NORMA DEMANDADA: DECRETO 4844 DE 2008 / DECRETO 4865 DE 2008

CONSEJO DE ESTADO 

SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

Consejero ponente: FILEMON JIMENEZ OCHOA 

Bogotá, D. C., once (11) de agosto de dos mil nueve (2009)

Radicación numero: 11001-03-15-000-2009-00304-00(CA)
Actor: SECRETARIA JURIDICA DE LA PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
Demandado: DECRETO 4844, 4865 DE 2008
La Sala procede a ejercer el control inmediato de legalidad previsto en el artículo 20 de la Ley 137 de 1994 respecto de los Decretos 4844 de 26 de diciembre de 2008 “[P]or el cual se liquida la modificación al Presupuesto  General de la Nación para la vigencia fiscal 2008, contenida en el Decreto 4843 del 26 de diciembre de 2008” y 4865 de 29 de diciembre de 2008 “[P]or el cual se reglamenta el artículo 1º del Decreto 4450 de 2008”.

I. EL TEXTO DE LOS DECRETOS REVISADOS

El  contenido de los Decretos 4844 de 26 de diciembre de 2008  y 4865 de 30 de diciembre de 2008, es el que sigue:

 “DECRETO 4844 DE 2008
“(diciembre 26 de 2008) 
“por el cual se liquida la modificación al Presupuesto General de la Nación para la vigencia fiscal de 2008, contenida en el Decreto 4843 del 26 de diciembre de 2008.
“ El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial la que le confiere el artículo 67 del Estatuto Orgánico del Presupuesto, y 

 

“CONSIDERANDO:  

“Que el artículo 67 del Estatuto Orgánico del Presupuesto faculta al Gobierno para dictar el Decreto de liquidación del Presupuesto General de la Nación; 

“Que el citado artículo prevé que el decreto se acompañará con un anexo que tendrá el detalle del gasto; 

“Que mediante Decreto 4843 del 26 de diciembre de 2008 se modificó el Presupuesto General de la Nación para la presente vigencia fiscal en doscientos veinte mil millones de pesos ($220.000.000.000) moneda legal,

 

“DECRETA: 

“Artículo 1°. Modifícase la Ley 1169 de 2007, “por la cual se decreta el Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital y Ley de Apropiaciones para la vigencia fiscal del 1° de enero al 31 de diciembre de 2008”, efectuando contracréditos y créditos en el Presupuesto de Gastos o Ley de Apropiaciones por la suma de doscientos veinte mil millones de pesos ($220.000.000.000) moneda legal, según el siguiente detalle: 

CONTRA CREDITO
	CTA.
PROG
	SUBC.
SUBP
	CONCEPTO
	APORTE
NACIONAL
	RECURSOS
PROPIOS
	TOTAL

	SECCION 1301
MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO

	A. PRESUPUESTO DE FUNCIONAMIENTO 
	220.000.000.000
	 
	220.000.000.000

	TOTAL CONTRA CREDITOS SECCION 
	220.000.000.000 
	 
	220.000.000.000

	TOTAL CONTRA CREDITO
	220.000.000.000
	 
	220.000.000.000


 
 Artículo 2. Con base en el recurso de que trata el artículo anterior, ábranse los siguientes créditos en el Presupuesto de Gastos o Ley de Apropiaciones para la vigencia fiscal 2008, según el siguiente detalle:

 
CREDITOS - PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACION 

	CTA.
PROG
	SUBC.
SUBP
	CONCEPTO
	APORTE
NACIONAL
	RECURSOS
PROPIOS
	TOTAL

	SECCION 0210
AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCION SOCIAL Y LA COOPERACION INTERNACIONAL ACCION SOCIAL

	B. PRESUPUESTO DE INVERSION 
	220.000.000.000 
	 
	220.000.000.000

	530
	 
	ATENCION, CONTROL Y ORGANIZACION INSTITUCIONAL PARA APOYO A LA GESTION DEL ESTADO
	220.000.000.000
	 
	220.000.000.000

	 
	1000
	INTERSUBSECTORIAL GOBIERNO
	220.000.000.000 
	 
	220.000.000.000

	TOTAL CREDITOS SECCION
	220.000.000.000
	 
	220.000.000.000

	TOTAL CREDITOS
	220.000.000.000
	 
	220.000.000.000


 

 “Artículo 3°. El presente decreto se acompaña de un anexo que contiene el detalle del gasto.

 

“Artículo 4°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.

 

“Publíquese y cúmplase. 

“Dado en Bogotá, D. C., a 26 de diciembre de 2008.

 

“ALVARO URIBE VELEZ
 

“La Viceministra de Hacienda y Crédito Público encargada de las funciones del Despacho del Ministro de Hacienda y Crédito Público, 

Gloria Inés Cortés Arango.”.

DECRETO 4865 DE 2008
(diciembre 30)

Diario Oficial No. 47.218 de 30 de diciembre de 2008

MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO

Por el cual se reglamenta el artículo 1o del Decreto 4450 de 2008.

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA,

en ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial de las conferidas por el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política,

DECRETA:

ARTICULO 1o. Para efectos del artículo 1o Del Decreto 4450 de 2008, mediante el cual se adicionó el artículo 305 del Código Penal, por cobros periódicos se entienden aquellos que se efectúan con una regularidad fija o variable.

La utilidad o ventaja en los cobros periódicos a que se refiere el inciso anterior corresponderá a la tasa de interés efectiva anual, que hace equivalente el valor del préstamo de dinero con la sumatoria del valor presente de las cobros que cubren el mismo.

Para estos efectos, la utilidad o ventaja será la tasa de interés efectiva anual (i), que resulte de despejar la siguiente formula:
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Equivalente a:
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Donde:

P ==== Valor del préstamo en pesos.

R1 ==== Valor del primer cobro.

Rk ==== Valor del k-ésimo cobro.

t1 ==== Tiempo medido en años, transcurridos entre el momento del préstamo y el primer cobro. Por año se entenderá un período de 365 días.

tk ==== Tiempo medido en años, transcurrido entre el momento del préstamo y el momento del cobro del k. Por año se entenderá un período de 365 días.

i ==== Tasa de interés Efectiva Anual que representa la utilidad o ventaja.

k ==== Indice de la sumatoria k es un número entero que toma valores entre 1 y n.

n ==== Número de cobros.

PARAGRAFO. La anterior fórmula se aplicará igualmente para calcular la utilidad o ventaja que se cobre o reciba por concepto de venta de bienes o servicios a plazo.

ARTICULO 2o. VIGENCIA. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 30 de diciembre de 2008.

ALVARO URIBE VELEZ

La Viceministra General del Ministerio de Hacienda y Crédito Público encargada de las funciones del Despacho del Ministro de Hacienda y Crédito Público,

GLORIA INES CORTES ARANGO.”.

II. ANTECEDENTES

En ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 215 de la Constitución Política, el Gobierno Nacional expidió el Decreto Legislativo 4333 de 17 de noviembre de 2008,  mediante el cual declaró el Estado de Emergencia Económica y Social en todo el territorio nacional por el término de treinta (30) días calendario, contados a partir de la vigencia de dicho Decreto, para conjurar la grave situación generada por la captación indebida de dineros del público por las denominadas “pirámides”.

Posteriormente, y ante la evidencia de que las circunstancias que determinaron la declaratoria del estado de excepción antes citado no cesaban, el mismo Gobierno Nacional, expidió el Decreto 4704 de 15 de diciembre de 2008, a través del cual declaró nuevamente el Estado de Emergencia Económica y Social, por un término de treinta (30) días, contados a partir de su expedición.

Atendiendo la emergencia declarada por Decreto Legislativo 4704 de 2008, a través del Decreto Legislativo 4843 del mismo año modificó la Ley 1169 de 2007 “[P]or la cual se decreta el presupuesto de rentas y recursos de capital y ley de apropiaciones para la vigencia fiscal de 1º de enero al 31 de diciembre de 2008”, en el sentido de crear un crédito contra el presupuesto - funcionamiento Ministerio de Hacienda y Crédito Público - por la suma de $220.000’000.000,oo., y el consecuente gasto - Inversión Atención Control y Organización Institucional para Apoyo a la Gestión del Estado -, por el mismo monto. 
Con fundamento en el anterior Decreto Legislativo, el Presidente de la República expidió el Decreto 4844 de 26 de diciembre de 2008 “[P]or el cual se liquida la modificación al Presupuesto  General de la Nación para la vigencia fiscal 2008, contenida en el Decreto 4843 del 26 de diciembre de 2008”

También, por razón del Estado de Emergencia Económica y Social, con fundamento en el artículo 215 de la Constitución, en concordancia con la Ley 137 de 1994 y el Decreto 4333 de 2008, profirió el Decreto Legislativo 4450 de 25 de noviembre de 2008, a través del cual le introdujo un inciso al artículo 305 del Código Penal, contenido en la Ley 599 de 2000, que incorporó unas nuevas circunstancias como estructurantes del tipo penal de usura y defirió al Gobierno Nacional la facultad de establecer - vía reglamentaria – el alcance del mecanismo de “cobros periódicos” que tipificaría el delito de usura, y elevó las penas  por esa conducta.

Por razón de la facultad conferida, es decir, la de precisar el “[m]ecanismo de Cobros Periódicos” que tipificaría el delito de usura, el Gobierno Nacional, con fundamento en las facultades del numeral 11 del artículo 189 Superior, profirió el Decreto 4865 de 30 de diciembre de 2008 “[P]or el cual se reglamenta el artículo 1º del Decreto 4450 de 2008”, que estableció una formula que considerando el valor de la compra o el préstamo, el plazo y el monto del interés prevé la manera de calcular la ganancia indebida que tipifica el tipo penal de la usura. 

III. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley 137 de junio 2 de 1994 “[P]or la cual se regulan los estados de excepción en Colombia”, corresponde al Consejo de Estado realizar el control inmediato de legalidad sobre las medidas de carácter general que sean dictadas en ejercicio de la función administrativa y como desarrollo de los decretos legislativos proferidos durante los estados de excepción.

El texto de los Decretos 4844 de 26 de diciembre y 4865 de 30 de diciembre de 2008 fue enviado por la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República para los fines establecidos en el artículo 20 de la Ley 137 de 1994.

Con base en lo anterior, procede la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo a ejercer el Control Inmediato de Legalidad de los Decretos antes aludidos que:

a) Fueron dictados en desarrollo de unos Decretos Legislativos proferidos dentro del Estado de Emergencia Económica y Social.

b) Son actos de carácter general.

c) Son el resultado de función administrativa, ya que, el primero, liquida una modificación al Presupuesto General de la Nación que se hizo necesaria con el propósito de disponer de los recursos necesarios para atender la emergencia económica y social decretada por el gobierno nacional y, el segundo, reglamenta las medidas de orden punitivo establecidas en el artículo 1º de un Decreto Legislativo dictado en estado de emergencia.

2. Examen de las disposiciones sometidas a control.  

2.1 El Decreto 4844 de 26 de diciembre de 2008.

El Decreto 4844 de 26 de diciembre de 2008, proferido por el Presidente de la República en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 67 del Estatuto del Presupuesto, liquidó las modificaciones al presupuesto general de la Nación para la vigencia 2008
, implementadas por el Decreto Legislativo 4843 de 26 de diciembre de 2008, en orden a acomodarlo a las necesidades impuestas por los gastos en que se debía incurrir para atender la crisis que generó el estado de Emergencia Económica y Social declarado a través del Decreto 4333 de 17 de noviembre de 2008, prorrogado mediante el Decreto 4704 de 15 de diciembre de 2008.
Sobre el asunto que ocupa la atención de la Sala, resulta necesario precisar que la Corte Constitucional al hacer el estudio de constitucionalidad de los Decretos 4333 de 17 de noviembre de 2008, que declaró el Estado de Emergencia Económica y Social y 4704 de 17 de noviembre de 2008, por el cual se prorrogó por el término de treinta (30) días el Estado decretado, declaró exequible el primero e inexequible el segundo.

Según el comunicado de prensa No. 08  de 2009, el Decreto 4333 de 2008 fue adoptado con el lleno de los requisitos materiales – en cuanto consideró que las razones esgrimidas como fundamento existían y, además, que  tenían el carácter de extraordinarias – y las formalidades establecidas en la Constitución Política y la Ley, pues fue suscrito por el Presidente junto con sus Ministros.

Por su parte, según comunicado de prensa No. 17 de 2009, la Sala Plena de la Corte Constitucional, mediante sentencia C-254/09, declaró la inexequibilidad del Decreto Legislativo No. 4704 de 2008, al considerar que “[…] el nuevo decreto declaratorio de estado de emergencia social carece de la motivación que es exigida por el inciso 2º del artículo 215 de la Constitución Política, requisito imprescindible cuya falta, por ende, acarrea la inexequibilidad del decreto.”

En relación con el tema de los efectos jurídicos de las sentencias de constitucionalidad y la posibilidad de tomar en consideración los comunicados de prensa, la Corte Constitucional en fallo C-973/04 hizo importantes precisiones. Allí, al analizar la preceptiva jurídica que gobierna la materia y los criterios jurisprudenciales que sobre el punto se han expuesto, dijo:“Reiteración de jurisprudencia. De la publicidad, comunicación y efectos de las sentencias de constitucionalidad. 

7.  Esta Corporación en diversas oportunidades ha establecido que cuando en una sentencia no se ha modulado el alcance del fallo, los efectos jurídicos se producen a partir del día siguiente a la fecha en que la Corte ejerció, en el caso específico, la jurisdicción de que está investida, esto es, “a partir del día siguiente a aquél en que tomó la decisión de exequibilidad o inexequibilidad y no a partir de la fecha en que se suscribe el texto que a ella corresponde o el de su notificación o ejecutoria”

8.  En sustento de la anterior regla constitucional, esta Corporación ha dicho que la Constitución Política no regula expresamente los efectos de los fallos de constitucionalidad. Por el contrario, es el artículo 45 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia -quien en su lugar- establece como regla general la producción de efectos hacia el futuro, permitiendo la adopción de decisiones con efectos temporales retroactivos o diferidos, siempre y cuando resulten indispensables para defender la supremacía e integridad de los mandatos previstos en el Texto Superior
. La citada disposición establece que: 

“Artículo 45. Reglas sobre los efectos de las sentencias proferidas en desarrollo del control judicial de constitucionalidad. Las sentencias que profiera la Corte Constitucional sobre los actos sujetos a su control en los términos del articulo 241 de la Constitución Política, tienen efectos hacia el futuro a menos que la Corte resuelva lo contrario”.
Sin embargo, la citada disposición aparte de precisar el tipo de efectos que envuelve un pronunciamiento de constitucionalidad, no permite identificar desde cuándo los efectos hacia el futuro de un fallo de exequibilidad o inexequibilidad tienen consecuencias en el ordenamiento jurídico. A diferencia de lo que ocurre con las providencias que adoptan efectos diferidos o retroactivos, en las cuales existe plena certeza del momento en el cual éstas producen consecuencias jurídicas (…)
9.  Para determinar la oportunidad desde la cual las sentencias de constitucionalidad con efectos hacia el futuro tienen consecuencias jurídicas, la Corte ha recurrido al contenido normativo previsto en el artículo 56 de la Ley 270 de 1996. Esta disposición además de permitir que por el reglamento interno de cada Corporación Judicial se establezca la forma como serán expedidas y firmadas las providencias, conceptos o dictámenes adoptados y de señalar un término perentorio para la consignación de salvamentos o aclaraciones de voto; determina que las sentencias que se profieran tendrán como fecha la del momento del fallo, esto es, aquella en la cual se adopta por la respectiva Corporación la decisión judicial y no aquella otra en que se suscribe formalmente el texto con sus correcciones o adiciones y/o en la que se complementa con sus salvamentos o aclaraciones (…) 

La Corte ha manifestado que “las implicaciones de este mandato en la jurisdicción constitucional, y particularmente en sede de control constitucional, son claras, pues la fecha de una sentencia es aquella en que fue tomada, es decir, aquella en que la Corte ejerció la jurisdicción de que está investida y actuó en defensa de la constitución, bien manteniendo una norma legal en el ordenamiento jurídico, o bien excluyéndola de él”
. 

10.  Conforme a lo anterior, surgen dos alternativas viables para entender desde qué momento se producen los efectos jurídicos hacia el futuro de un fallo de constitucionalidad, a saber:

11. Según una primera tesis, a pesar de la fecha de adopción del fallo de constitucionalidad, la producción de sus consecuencias jurídicas tan sólo se producirá hasta el vencimiento del término de ejecutoria del fallo, es decir, tres días después de ocurrida la desfijación del edicto mediante el cual se notifica la sentencia. 

Esta posición se fundamenta en el artículo 16 del Decreto 2067 de 1991 en armonía con lo previsto en los artículos 313 y 331 del Código de Procedimiento Civil. Las citadas normas determinan que:

“Artículo 16. Decreto 2067 de 1991. La parte resolutiva de la sentencia no podrá ser divulgada sino con los considerandos y las aclaraciones y los salvamentos de voto correspondientes, debidamente suscritos por los magistrados y el Secretario de la Corte. 

La Sentencia se notificará por edicto con los considerandos y las aclaraciones y los salvamentos de voto correspondientes, debidamente suscritos por los magistrados y el Secretario de la Corte, dentro de los seis días siguientes a la decisión.

El Secretario enviará inmediatamente copia de la sentencia a la Presidencia de la República y al Congreso de la República. La Presidencia de la República promoverá un sistema de información que asegure el fácil acceso y consulta de las sentencias de la Corte Constitucional”.

“Artículo 313 del Código de Procedimiento Civil. Las providencias judiciales se harán saber a las partes y demás interesados por medio de notificaciones, con las formalidades prescritas en este Código.
Salvo los casos expresamente exceptuados, ninguna providencia producirá efectos antes de haberse notificado”.

“Artículo 331 del Código de Procedimiento Civil. Las providencias quedarán ejecutoriadas y son firmes tres días después de notificadas, cuando carecen de recursos o han vencido los términos sin haberse interpuesto los recursos que fueron procedentes, o cuando queda ejecutoriada la providencia que resuelva los interpuestos (...)”.
A juicio de quienes defienden esta tesis, las sentencias de constitucionalidad no producen efectos jurídicos mientras no se encuentren debidamente notificadas y ejecutoriadas conforme a los requisitos previstos en la ley.  

12. Una opinión contraria ha sido expuesta por la jurisprudencia constitucional, al considerar que los efectos o consecuencias jurídicas de sus fallos de constitucionalidad, se producen desde el día siguiente a aquél en que se tomó la decisión de exequibilidad o inexequibilidad, siempre y cuando se divulgue o comunique dicha decisión por los medios ordinarios reconocidos para comunicar sus sentencias (Ley 270 de 1996, artículo 56).

Para sustentar esta posición, la Corte ha concluido que la primera parte del artículo 16 del Decreto 2067 de 1991, conforme al cual “La parte resolutiva de la sentencia no podrá ser divulgada sino con los considerandos y las aclaraciones y los salvamentos de voto correspondientes, debidamente suscritos por los magistrados y el Secretario de la Corte”, fue derogado por los artículos 56 y 64 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. 
Así, según el artículo 56 de la Ley 270 de 1996, la fecha en que se profiere una sentencia corresponde a aquella en que se ejerció el poder jurisdiccional, es decir, al momento en el cual se adoptó la decisión sujeta al pronunciamiento del juez constitucional, y no aquella otra en que se suscribe formalmente el texto o se adiciona con sus salvamentos y aclaraciones. Por otra parte, y en estrecha relación con lo expuesto, el artículo 64 de la citada Ley, permite comunicar las sentencias aun cuando el fallo no se encuentre debidamente ejecutoriado a partir de su notificación por edicto.

Al respecto, esta Corporación ha sostenido que: 

“Es necesario puntualizar que la facultad de informar el contenido y alcance de las providencias por parte de los funcionarios judiciales, no es asimilable al acto procesal de notificación a las partes. En el primer evento, que es realmente el contemplado en la norma, se trata de una declaración pública en la que se explican algunos detalles importantes de la sentencia proferida, bajo el supuesto obvio de que el administrador de justicia no se encuentra obligado a dar a conocer aquellos asuntos que son objeto de reserva legal. Por el contrario, el segundo caso, implica una relación procesal entre el juez y las partes, a través de la cual se brinda la oportunidad a éstas de conocer el contenido íntegro de la providencia y de interponer, dentro de los lineamientos legales, los respectivos recursos.

Por otra parte, estima la Corte necesario declarar la inexequibilidad de la expresión “una vez haya concluido el respectivo proceso mediante decisión ejecutoriada”, contenida en ese mismo inciso segundo, pues con ello, en primer lugar, se vulneran la autonomía del juez y el derecho de los asociados de recibir información veraz y oportuna (Art. 20 C.P.) y, además, se convertiría en excepción el principio general contenido en la Carta de que las actuaciones de la administración de justicia serán públicas (Art. 228 C.P.). En efecto, resulta constitucionalmente posible el que, por ejemplo, el presidente de una Corporación informe a la opinión pública sobre una decisión que haya sido adoptada, así el texto definitivo de la Sentencia correspondiente no se encuentre aún finiquitado, habida cuenta de las modificaciones, adiciones o supresiones que en el curso de los debates se le haya introducido a la ponencia original. Con ello, en nada se vulnera la reserva de las actuaciones judiciales -siempre y cuando no se trate de asuntos propios de la reserva del sumario o de reserva legal- y, por el contrario, se contribuye a que las decisiones que adoptan los administradores de justicia puedan conocerse en forma oportuna por la sociedad.”

Conforme a esta argumentación, si bien la comunicación o divulgación oficial de las providencias prevista en el artículo 64 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, no constituye un mecanismo formal de notificación de las decisiones judiciales, sí se convierte en una herramienta idónea para informar a la comunidad jurídica acerca del contenido de los fallos proferidos por esta Corporación. 

Así las cosas, cuando los operadores jurídicos se informan acerca de la exequibilidad o inexequibilidad de una disposición a través de los medios ordinarios reconocidos por cada Corporación para divulgar sus decisiones (Ley 270 de 1996, artículo 56), no pueden dichas disposiciones ser interpretadas o aplicadas en cualquier sentido, pues al existir previamente un pronunciamiento sobre la posibilidad o no de ejecutar sus mandatos normativos o de hacerlo en una determinada manera, el desconocimiento de dicho fallo implicaría una ostensible violación a la supremacía e integridad de la Constitución y, además, a la garantía fundamental de la seguridad jurídica. 

Por consiguiente, siempre que no se haya modulado el efecto de un fallo, una sentencia de constitucionalidad produce efectos a partir del día siguiente a la fecha en que la Corte ejerció la jurisdicción de que está investida, esto es, a partir del día siguiente al que se adoptó la decisión sobre la exequibilidad o no de la norma objeto de control, bajo la condición de haber sido divulgada a través de los medios ordinarios reconocidos por esta Corporación. Se entiende que es a partir del “día siguiente”, pues la fecha en que se profiere la decisión, el expediente se encuentra al despacho y, por lo mismo, dicho fallo no puede aún producir efecto alguno. 

14.  La Corte ha señalado tres sólidos fundamentos jurídicos para reconocer los efectos de los fallos de constitucionalidad a partir del día siguiente al que se adoptó la decisión sobre la exequibilidad o no de la norma objeto de control, los que le dan una legitimación incontrastable a la publicidad de sus decisiones. 
En primer lugar, es preciso reiterar que la naturaleza pública del alcance de los  fallos de inconstitucionalidad, por virtud del cual se aplican erga omnes y no inter partes, supone que sus decisiones son obligatorias, generales y oponibles a todas las personas, sin excepción de ninguna índole. Luego, el conocimiento de la parte resolutiva de una sentencia de exequibilidad o inexequibilidad a partir de su divulgación oficial es igualmente exigible a todos los operadores jurídicos, sin importar sus exclusivos intereses individuales
. 

En segundo término, la tesis adoptada por esta Corporación, permite garantizar la supremacía e integridad de la Constitución,  pues carecería de sentido que “una norma que fue encontrada contraria a la Carta Política se mantenga en el ordenamiento jurídico hasta el momento de la ejecutoria del fallo y, no obstante la declaración judicial de esa contrariedad, produzca efectos en situaciones particulares”
(…) 
Por último, la producción de efectos de las sentencias de constitucionalidad a partir del día siguiente a la adopción del fallo, resulta indispensable para preservar la seguridad jurídica. En efecto, como bien lo ha sostenido esta Corporación, “la determinación de los efectos de un fallo de constitucionalidad no puede quedar diferida a las incidencias propias de su notificación y ejecutoria. De ser así, en cada caso, independientemente de la fecha registrada en la sentencia, habría que constatar la fecha de ejecutoria para, a partir de ella, inferir el momento en que una norma legal contraria a la Carta dejaría de hacer parte del sistema normativo. Y no cabe duda que una exigencia de esta índole sería contraria a los requerimientos de seguridad jurídica propios de una sociedad que no ha renunciado al derecho como alternativa de vida civilizada”
.   

15.  Sin embargo, la Corte no desconoce la obligación de notificar por edicto sus decisiones judiciales, ni tampoco las reglas procesales de la ejecutoria y la cosa juzgada constitucional. 

Por el contrario, en aras de salvaguardar la integridad y supremacía del Texto Constitucional y de asegurar la vigencia de la garantía fundamental de la seguridad jurídica, concluye, por una parte, que las sentencias de constitucionalidad producen efectos desde el día siguiente a su adopción, siempre y cuando sean debidamente comunicadas por los medios ordinarios adoptados por esta Corporación (Ley 270 de 1996, artículo 56), y por el otro, sujeta las instituciones de la notificación y el término de ejecutoria contados a partir de la desfijación del edicto (Decreto 2067 de 1991, artículo 16), para delimitar el plazo dentro del cual los ciudadanos pueden interponer el incidente de nulidad contra el fallo de constitucionalidad por vulnerar el debido proceso (Decreto 2067 de 1991, artículo 49).” 

Así las cosas, teniendo en cuenta los anteriores derroteros jurisprudenciales que la Sala comparte, se concluye que de conformidad con los artículos 56
 y 64
 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, los efectos jurídicos de las sentencias de constitucionalidad y su exigibilidad operan válidamente a partir del día siguiente a aquél en que se adoptó la correspondiente decisión, siempre y cuando se divulgue o comunique por los medios ordinarios reconocidos y no desde el momento en que se suscribe el texto, los salvamentos o aclaraciones, o se practica su notificación, dados sus efectos erga omnes, su carácter obligatorio, la primacía de la Constitución y la seguridad jurídica. 
Por ende, resulta viable tomar en cuenta para decidir el asunto sometido a consideración de la Sala los Boletines de Prensa emitidos por la Corte Constitucional, donde se informa, particularmente, que el Decreto 4704 de 2008 fue declarado inexequible mediante sentencia C-254/09.

Ahora, declarada la inexequibilidad del Decreto 4704 de 2008, también se declaró la inexequibilidad, por consecuencia, del Decreto Legislativo 4843 de 26 de diciembre de 2008. 

En efecto, en sentencia C-255/09, la Corte Constitucional, precisó: 

“[D]ado que el Decreto Legislativo 4843 de 2008, cuya constitucionalidad se examina en este proceso, fue expedido con base en el Decreto Legislativo 4704 del 15 de diciembre de 2008, que como ya se vio fue declarado inexequible por esta Corporación, en este proceso habrá de declararse la  inconstitucionalidad por consecuencia del Decreto Legislativo bajo juicio. Así lo ha dispuesto la Corte en otras situaciones en las que ha  analizado la constitucionalidad de decretos dictados en desarrollo de otros  decretos que declaraban o prorrogaban un estado de excepción y que habían sido declarados inexequibles por la Corte Constitucional.”.

La anterior circunstancia determinó que el fundamento jurídico del Decreto Reglamentario 4844 de 2008 “[P]or el cual el cual se liquida la modificación al Presupuesto General de la Nación, contenida en el Decreto 4843 de 2008”, desapareciera lo que de conformidad con lo dispuesto en el numeral 2º del artículo 66 del Código Contencioso Administrativo produjo la pérdida de la fuerza ejecutoria por decaimiento.

La Corte Constitucional no precisó los efectos de las sentencias C-254/09 y C-255/09 por lo que éstos, de conformidad con lo previsto en el artículo 45 de la Ley 270 de 1996
 y 21  del Decreto 2067 de 1991
, se entienden hacia el futuro. 

Entonces, sólo a partir de la fecha en que se comunicó la sentencia de inexequibilidad del Decreto 4843, el acto objeto de examen perdió fuerza ejecutoria, por declaratoria de inexequibilidad de su fundamento de derecho.

Y ello es así porque hasta tanto la Corte no se pronunció acerca de la constitucionalidad del referido Decreto Legislativo, éste surtió efectos jurídicos habida consideración que se hallaba amparado por la presunción de constitucionalidad y, por lo mismo, el Decreto 4844 fue expedido con fundamento en una norma superior que para el momento gozaba de plena vigencia jurídica.

El decaimiento, a partir de la fecha mencionada, no es óbice para que el Consejo de Estado haga un juicio de legalidad del acto objeto de examen por cuanto nació a la vida jurídica y generó efectos jurídicos. 

Pues bien, a través del Decreto 4844 de 26 de diciembre de 2008, se liquidó una modificación al presupuesto General de la Nación que resultó necesaria por virtud de las medidas que debían implementarse con el propósito de conjurar la situación de crisis que determinó la Emergencia Económica y Social declarada por los Decretos Legislativos 4333 y 4704 de 2008.

El control de legalidad al que se refiere el artículo 20 de la Ley 137 de 1994 ““[P]or la cual se regulan los estados de excepción en Colombia”, implica el examen no sólo de la forma sino del contenido de los actos objeto del mismo. 

Así pues, la Sala abordará ese examen considerando lo que la doctrina ha dado en llamar los elementos de la validez del acto administrativo, éstos corresponden: a) a la conformidad con las normas superiores, b) a la competencia, c) a la realidad de los motivos, d) a la adecuación de los fines y e) a la adecuación de las formas.

La liquidación del presupuesto general de la Nación se halla regulada por el artículo 67 del Decreto Ley 111 de 1996, que compiló las disposiciones contenidas en las Leyes 37 de 1989 y 179 de 1993, del siguiente tenor:

“Articulo 67. Corresponde al Gobierno dictar el Decreto de Liquidación del Presupuesto General de la Nación.

“En la preparación de este decreto el Ministerio de Hacienda y Crédito Público Dirección General de Presupuesto Nacional observará las siguientes pautas:

“1) Tomará como base el proyecto de presupuesto presentado por el Gobierno a la consideración del Congreso.

“2) Insertará todas las modificaciones que se le hayan hecho en el Congreso.

“3) Este decreto se acompañará con un anexo que tendrá el detalle del gasto para el año fiscal respectivo (Ley 38/89, artículo 54, Ley 179/94, artículo 31).”.

La disposición antes transcrita contiene el marco normativo que regula la materia a la que se refiere el Decreto 4844 de 26 de diciembre de 2008, es decir, la liquidación del presupuesto; así mismo precisa i) quién es el competente para proveer sobre el particular: el Gobierno Nacional, y ii) qué formalidades debe considerar el respectivo acto administrativo: ir acompañado de un anexo en el que aparezca el detalle del gasto para el respectivo año fiscal.

El acto cuya legalidad revisa la Sala fue proferido atendiendo el contenido normativo del citado artículo 67, por la autoridad investida de las atribuciones para el efecto, el Gobierno Nacional, que en este caso está integrado, conforme el artículo 115 de la Constitución, por el Presidente de la República y la Viceministra de Hacienda y Crédito Público, quien actuó como Ministro del ramo por razón de que era delegataria de las funciones del despacho.  

Y sus motivos tanto de hecho – la reforma al Presupuesto General de la Nación - como de derecho – el artículo 67 del Decreto Ley 111 de 1996 y el Decreto 4843 de 2008 -, al momento de la expedición existían, eran ciertos y tenían plena vigencia.

En efecto, según quedó expuesto, el Decreto 4844 de 2008, liquidó la modificación al Presupuesto General de la Nación para la vigencia fiscal de 2008, contenida en el Decreto 4843 del mismo año, expedido en uso de las facultades conferidas por el artículo 215 de la Constitución Política, en concordancia con la Ley 137 de 1994 y en desarrollo de lo dispuesto por el Decreto 4704 de 2008.

En consideración de la Sala, el Decreto 4844 de 2008, constituye una medida tendiente a conjurar la crisis y neutralizar la situación social  generada por la actividad desplegada por los captadores ilegales de dineros  que, ante la inclinación de muchas personas de obtener beneficios económicos descomunales, ha venido proliferando de manera desbordada, comprometiendo a las regiones más afectadas del país, hechos estos que perturban o amenazan perturbar en forma grave e inminente el orden económico y social. 

Su fin último es el de detener las diversas manifestaciones sociales y los fenómenos que amenazan la estabilidad del orden social, prevenir o contrarrestar la extensión de sus efectos, y aumentar la cobertura de los programas sociales orientados a solucionar dicha situación. De su contenido se desprende que fue expedido  para atender los gastos ocasionados por las medidas requeridas para enfrentar el estado de excepción surgido, se reitera, en atención de actividades relacionadas con el manejo, aprovechamiento e inversión de recursos captados del público, que según el artículo 335 de la Constitución Política,  están sujetas a la intervención del Estado por ser de interés social.

En síntesis, el decreto estudiado fue proferido con el propósito de instrumentalizar la reforma al presupuesto,  encaminada a aumentar la cobertura de los programas sociales dirigidos a solucionar la grave situación originada en la actividad de los recaudadores de dinero del público en operaciones no autorizadas, y en tal virtud sus fines estaban conformes con los establecidos en el multicitado artículo 67.

Finalmente, es consecuente con las exigencias de orden formal establecidas por la ley, relacionadas con el hecho de ir acompañado de un anexo que presente el detalle del gasto, pues en el documento adjunto se precisa que los $ 220.000’000.000,oo., en los que se modificó el Presupuesto General de la Nación están destinados a gastos de funcionamiento de la Agencia Presidencial para la Acción Social, organismo que siendo la cabeza del sector administrativo, que resultó afectado con las circunstancias que dieron lugar a la emergencia económica y social decretada, estaba a cargo de las medidas necesarias para resolverla.

Así pues, el Decreto cuya revisión adelanta la Sala, mientras gozó de fuerza ejecutoria, se avino a las disposiciones legales y así se declarará en la parte resolutiva de esta providencia. 

2.2 Sobre la legalidad del Decreto 4865 de 2008

El Decreto 4865 de 2008, fue expedido en ejercicio de las facultades reglamentarias otorgadas al ejecutivo por el numeral 11 de la artículo 189 de la Constitución Política, con el propósito de instrumentalizar el artículo 1º del Decreto Legislativo 4450 de 25 de noviembre de 2008, que adicionó el artículo 305 del Código Penal.

La Corte Constitucional al hacer el estudio de constitucionalidad del  Decreto 4450 de 25 de noviembre de 2008, por el cual se adicionó un inciso al artículo 305 del Código Penal – Ley 599 de 2000 – mediante sentencia C-266/09 lo declaró inexequible, según el comunicado de prensa 15, porque: “[e]l decreto no [cumplía] los presupuestos constitucionales para su validez toda vez que la realidad social hacia la cual se [dirigían] las medidas adoptadas [tenía] una relación de conexidad apenas eventual con las causas que dieron lugar a la declaratoria del estado de emergencia, en una magnitud no establecida, a lo cual [se agregó] que no [satisfacía] los requisitos de especificidad y conexidad,…”
 

 
Entonces, en este caso también se presenta el decaimiento del acto objeto de revisión. 

Pero como en el caso anterior, ante la evidencia de que la Corte no moduló los efectos en el tiempo de su sentencia, se entiende que fueron a futuro, por lo que corresponde revisar la legalidad del citado Decreto 4865 de 30 de diciembre de 2008, por la incidencia que tuvo mientras fue ejecutorio.
Tal como se dijo antes, el control de legalidad establecido en el artículo 20 de la Ley 137 de 1994 abarca todos los aspectos de la norma revisada, formales y materiales.

El Decreto 4865 de 30 de diciembre de 2008, reglamentó el artículo 1º del Decreto 4450 de 26 de diciembre de 2008, que adicionó, con un nuevo inciso el artículo 305 del Código Penal,  en los siguientes términos: 

“Artículo 1o. Adiciónase el siguiente inciso al artículo 305 de la Ley 599 de 2000:

“En caso de que cualquiera de las conductas a que se refiere el inciso 1º de este artículo se efectúe utilizando la figura de la venta con Pacto de Retroventa o del mecanismo de Cobros Periódicos que se defina en el reglamento, se aumentará la pena de cuarenta y ocho (48) a ciento veintiséis meses (126) y multa de ciento treinta y tres punto treinta y tres (133.33) a seiscientos (600) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

(Destaca fuera del texto).

  De manera que el citado artículo 305 quedó como sigue:

“Código Penal.

“[…]

“Artículos 305. El que reciba o cobre, directa o indirectamente, a cambio de préstamo de dinero o por concepto de venta de bienes o servicios a plazo, utilidad o ventaja que exceda en la mitad del interés bancario corriente que para el período correspondiente estén cobrando los bancos, según certificación de la Superintendencia Bancaria, cualquiera sea la forma utilizada para hacer constar la operación, ocultarla o disimularla, incurrirá en prisión de treinta y dos (32) a noventa (90) meses y multa de sesenta y seis punto sesenta y seis (66.66) a trescientos (300) salarios mínimos legales mensuales vigentes.”. 

“El que compre cheque, sueldo, salario o prestación social en los términos y condiciones previstos en este artículo, incurrirá en prisión de cuarenta y ocho (48) a ciento veintiséis (126) meses y multa de ciento treinta y tres punto treinta y tres (133.33) a seiscientos (600) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

 “1541Cuando la utilidad o ventaja triplique el interés bancario corriente que para el período correspondiente estén cobrando los bancos, según certificación de la Superintendencia Financiera o quien haga sus veces, la pena se aumentará de la mitad a las tres cuartas partes.

“En caso de que cualquiera de las conductas a que se refiere el inciso 1o de este artículo se efectúe utilizando la figura de la venta con Pacto de Retroventa o del mecanismo de Cobros Periódicos que se defina en el reglamento, se aumentará la pena de cuarenta y ocho (48) a ciento veintiséis meses (126) y multa de ciento treinta y tres punto treinta y tres (133.33) a seiscientos (600) salarios mínimos legales mensuales vigentes.”.

(La parte subrayada corresponde al inciso adicionado a través del Decreto Legislativo 4865 de 2008)

Pues bien, a través del Decreto Legislativo 4450 de 2008, se redefinió el delito de usura en la medida en que se previó que éste también se tipificaría cuando se vendieran mercancías utilizando la figura del pacto de retroventa o las ventas o préstamos de dinero con el mecanismo de cobros periódicos.

La disposición antes referida defirió al reglamento la definición del “[m]ecanismo de cobro periódico”, sin observar que el mismo hace parte estructurante del tipo penal porque contiene lo que la doctrina denomina un elemento objetivo, es decir, expresiones que “[s]irven para cualificar o los sujetos activo o pasivo o al objeto material, o para precisar el alcance o contenido de la conducta misma o de una circunstancia de ella predicable….”
.

Por lo anterior resulta contrario al contenido normativo del artículo 29 de la Carta que reserva a la ley, la determinación de las conductas que pueden erigirse en punibles, a saber: “[N]adie puede ser juzgado sino conforme a Leyes preexistentes al hecho que se le imputa” y del artículo 6º del Código Penal – contenido en la Ley 599 de 2000 – del siguiente tenor: [N]adie podrá ser juzgado sino conforme a Leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante el juez o tribunal competente y con la observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. La preexistencia de la norma también se aplica para el reenvío en materia de tipos penales en blanco…” preceptos que positivizaron el principio cardinal del derecho penal contenido en el aforismo latino “nullum crimen nulla poena sine lege.”.

En consideración del contenido normativo del artículo 4º Superior, corresponde entonces inaplicar la expresión “[q]ue se defina en el reglamento,…” del artículo 1º del Decreto 4450 de 2008.

Ahora, el Decreto 4865 de 30 de diciembre de 2008, reglamentario del artículo 1º del Decreto 4450 de 2008, con apoyo en una fórmula matemática, estableció una forma para precisar la utilidad excesiva que tipifica el delito de usura, pues a partir de su vigencia, y en tanto se adujera por razón de las ventas con pacto de retroventa o de las ventas y/o préstamos de dinero amortizables en cuotas, ya no se configuraría cuando se cobrara, a título de intereses, o costo del dinero o en últimas, de utilidad, una suma igual o superior al 150% del interés bancario corriente en un período, sino cuando el resultado de la sumatoria de los intereses cobrados en los diferentes períodos al final del plazo correspondiera a uno superior al 150%.

Entonces, so pretexto de instrumentalizar la adición efectuada a través del artículo 1º del Decreto 4450 de 25 de noviembre de 2008 al artículo 305 del Código Penal, no obstante la atribución que se le defirió, el Presidente de la República desbordó el límite de la facultad reglamentaria y usurpó el ámbito de competencias del legislador porque redefinió el delito de usura cuando era una materia exclusiva de Ley.

La facultad reglamentaria como lo tiene dicho esta Corporación equivale a “[l]a función de dictar normas de carácter general que concreten aún más el contenido general de la Ley  a fin de hacer posible su aplicación”, es decir, hacerla operante.

Pero cuando se reglamenta una disposición de carácter legal ésta no puede modificarse; tampoco es posible que so pretexto de reglamentar una Ley de la República el ejecutivo asuma competencias propias del legislativo.

En suma, en la medida en que a través del Decreto 4865 de 2008, el ejecutivo le introdujo un elemento adicional al tipo penal de la usura – la forma de calcular la utilidad indebida -, usurpó la órbita de competencia del legislativo, por lo que fuerza concluir que se excedió al ejercer la facultad reglamentaria y, el acto allí contenido, resulta contrario a la normatividad vigente, como se declarará.

3. Conclusión.

Se aviene a la Constitución y la Ley el Decreto 4844 de 26 de diciembre de 2008, no así el Decreto Reglamentario 4865 de 30 de diciembre próximo pasado.

III. LA DECISION

En mérito de lo expuesto, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

PRIMERO: DECLARASE AJUSTADO A DERECHO, mientras produjo efectos, el Decreto 4844 de 26 de diciembre de 2008, proferido por el Gobierno Nacional, a través del cual se liquidó la modificación al presupuesto general de la Nación para la vigencia fiscal 2008, contenida en el Decreto 4843 de 2008.

SEGUNDO: DECLARASE NO AJUSTADO A DERECHO, mientras produjo efectos, el Decreto 4865 de 30 de diciembre de 2008 “[P]or el cual se reglamenta el artículo 1º del Decreto 4450 de 2008”, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.
Cópiese, publíquese y comuníquese al señor Presidente de la República.

Se deja constancia de que la anterior providencia fue discutida y aprobada por la Sala Plena en su sesión de la fecha.
MARIA NOHEMI HERNANDEZ PINZON

Presidente (e)
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SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO
Consejera: MARÍA NOHEMÍ HERNÁNDEZ PINZÓN

Bogotá D. C., treinta (30) de septiembre de dos mil nueve (2009)

Con mi acostumbrado respeto por la opinión de los demás integrantes de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, expongo a continuación las razones que me llevaron a no acompañar lo decidido con la sentencia del 11 de agosto de 2009, en el numeral 1º de su parte resolutiva, según la cual se halló “AJUSTADO A DERECHO, mientras produjo efectos, el Decreto 4844 del 26 de diciembre de 2008, proferido por el Gobierno Nacional, a través del cual se liquidó la modificación al presupuesto general de la Nación para la vigencia fiscal 2008, contenida en el Decreto 4843 de 2008”.

Si bien el citado fallo reconoció que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 66 numeral 2 del Código Contencioso Administrativo
, el Decreto 4844 del 26 de diciembre de 2008 solamente produjo efectos entre su fecha de expedición y el 2 de abril de 2009, cuando la Corte Constitucional mediante sentencia C-255 declaró la inconstitucionalidad por consecuencia del Decreto Legislativo 4843 de 2008 que le sirvió de fuente, por haberse a su vez declarado inexequible el Decreto Legislativo 4704 del 15 de diciembre de 2008, a través de la sentencia C-254 de 2009, y que por ende el examen de legalidad únicamente se circunscribía a ese interregno, encuentro que ni aún para dicho lapso podía tenerse conforme a Derecho la norma examinada, por las siguientes razones:

1.- Antes de entrar a hacer cualquier consideración sobre la constitucionalidad o legalidad del Decreto 4844 del 26 de diciembre de 2008, es preciso determinar su origen. Si bien ya se contaba en el mundo jurídico con el Decreto Legislativo 4333 del 17 de noviembre de 2008 “Por el cual se declara el Estado de Emergencia Social” por el término de 30 días a partir de esa fecha, luego el Gobierno Nacional, mediante el Decreto Legislativo 4704 del 15 de diciembre de 2008 volvió a hacer tal declaratoria por igual término. En desarrollo del último, el Gobierno expidió el Decreto Legislativo 4843 del 26 de diciembre de 2008 “Por el cual se modifica el Presupuesto General de la Nación para la vigencia fiscal de 2008”, que a su vez dio lugar a la expedición del Decreto 4844 del 26 de diciembre de 2008 “Por el cual se liquida la modificación al Presupuesto General de la Nación para la vigencia fiscal de 2008, contenida en el Decreto 4843 del 26 de diciembre de 2008”, que fue el aquí juzgado por el Consejo de Estado.

Así, el Decreto 4844 de 2008, que fue objeto de control de legalidad por parte de la plenaria del Consejo de Estado, con fundamento en lo prescrito en el artículo 20 de la Ley 137 del 2 de junio de 1994 “Por la cual se reglamentan los Estados de Excepción en Colombia”, tiene su fuente inmediata en el Decreto Legislativo 4843 de 2008, declarado inexequible por consecuencia por la Corte Constitucional mediante sentencia C-255 de 2009, e igualmente tiene su fuente mediata en el Decreto Legislativo 4704 de 2008, también declarado inexequible por la Corte Constitucional a través de la sentencia C-254 del 2 de abril de 2009, por considerar que el Ejecutivo Nacional había violado el artículo 215 Superior, así como algunas disposiciones de la Ley 137 de 1994, según razones que pueden entenderse condensadas en los siguientes apartes del citado fallo:

“Como puede apreciarse, en el Decreto 4704 de 2008 la motivación es aparente, al no enunciar ni detallar los hechos que originaron el advenimiento de esas ‘diversas manifestaciones sociales’ que habrían determinado la nueva declaración del estado de emergencia social; se trata de una expresión insuficiente e imprecisa, que coloca a esta Corte en imposibilidad de efectuar el correspondiente control de constitucionalidad sobre esa preceptiva y la que se ha expedido bajo su amparo.

Repárese que la Constitución y la Ley 137 de 1994 exigen, para efectos de poder efectuar el control integral, una motivación acerca de la declaración del estado de excepción, ‘la cual bien puede ser escueta y concisa, pero no inexistente o implícita’
, como ahora sucede en el Decreto 4704 de 2008, donde brilla por su ausencia la mención y explicación de los hechos que a juicio del Gobierno Nacional dieron origen a la segunda declaración, consecutiva, del estado de emergencia social, omitida como si tácitamente bastare con lo explicado en sustento de una declaración precedente.

Al no figurar en el Decreto en revisión una verdadera motivación para su expedición, resultan vulnerados, de contera, los principios constitucionales de finalidad, necesidad y proporcionalidad, ya que al ignorarse cuáles son esas circunstancias que presuntamente alteran el orden económico y social, esta corporación tampoco puede establecer cuál es el impacto de la declaración y de las medidas adoptadas, sobre los derechos fundamentales de los coasociados.”

Frente a ese panorama y apelando a los efectos ex nunc y erga omnes de las sentencias de la Corte Constitucional, la Sala Plena entendió que el Decreto 4844 del 26 de diciembre de 2008 produjo plenos efectos jurídicos entre su fecha de expedición y el 2 de abril de 1998, cuando la Corte Constitucional declaró inexequible por consecuencia el Decreto Legislativo 4843 de 2008, porque “fue expedido con fundamento en una norma superior que para el momento gozaba de plena vigencia jurídica” y porque a partir de esa fecha se “produjo la pérdida de la fuerza ejecutoria por decaimiento”. 

Sin embargo, antes que la Sala Plena se inclinara por admitir esa hipótesis ha debido cuestionarse sobre lo siguiente: ¿Es posible predicar la constitucionalidad del Decreto 4844 del 26 de diciembre de 2008 pese a que su origen es abiertamente inconstitucional? Creo que no.

En efecto, el recuento anterior demostró suficientemente que el origen del Decreto 4844 de 2008, que está dado tanto por el Decreto Legislativo 4843 de 2008 (inmediato) como por el Decreto Legislativo 4704 de 2008 (mediato), está contaminado por vicios de inconstitucionalidad, al punto que dio lugar a que la Corte Constitucional los retirara del ordenamiento jurídico. Esa disconformidad con el ordenamiento Superior inevitablemente se comunica al Decreto 4844 de 2008, puesto que sería impensable sostener que este último goza de una independencia o autonomía tales, que le permiten sobrevivir en el mundo jurídico sin un ligamen constitucional con un Decreto Legislativo.

Además, si bien dicho decreto puede calificarse como un acto administrativo de carácter general
, su origen no estriba en la potestad reglamentaria de que es titular el Presidente de la República por virtud del artículo 189 numeral 11 de la Constitución
, sino que está dado por las competencias que constitucionalmente inhieren al Gobierno Nacional, establecidas en los artículos 212 a 215 de la Constitución, con lo que en mi opinión se acredita el hecho de la inescindibilidad entre los Decretos Legislativos y los demás decretos que vengan a desarrollarlos y cuyo control de legalidad por inconstitucionalidad corresponde al Consejo de Estado. 

Ahora, no resulta lógico ni jurídico sostener que una disposición, que se sabe tuvo su origen en unos Decretos Legislativos inconstitucionales, conserve su vigencia por algún espacio de tiempo, sólo porque la Corte Constitucional nada dijo sobre los efectos de su sentencia C-255 de 2009. Ello sería tanto como desconocer el carácter normativo y vinculante de la Constitución de 1991, en cuanto establece en su artículo 4º que “La Constitución es norma de normas. [Y que] En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales”, al punto de patrocinar la tesis de que una norma contraria al ordenamiento superior, pese a ello, debe tener algún efecto jurídico, mientras se producen los efectos del decaimiento del acto administrativo, como si sólo se tratara de la expresión unilateral de la administración, cuando por sabido se tiene que en medio se halla, nada más y nada menos, que la división de poderes y los pesos y contra pesos, puesto que el Gobierno Nacional, gracias a la declaratoria de Estado de Excepción, queda investido de prerrogativas especialísimas.

De otra parte, la situación aquí debatida no puede resolverse a favor de la tesis acogida por la Sala Plena, puesto que en la práctica nos enfrentaríamos al hecho de que no obstante la inconstitucionalidad de unos Decretos Legislativos, sus decretos de desarrollo, que por tanto habrían sido igualmente afectados por esa inconstitucionalidad, conservarían pleno vigor a pesar de ello. Es decir, que al Gobierno Nacional, para darle estabilidad a sus medidas dictadas en ejercicio de las competencias derivadas de los Estados de Excepción, le bastaría con aplicar una especie de “Deslegalización”, en el sentido de llevar sus medidas a un plano jerárquicamente inferior a los Decretos Legislativos, de tal modo que sin importar lo que jurídicamente pueda pasarle a los mismos, sus disposiciones reglamentarias (por llamarlas de alguna manera), permanecerían vigentes porque la inconstitucionalidad por consecuencia no podría afectarlas.

Nótese cómo ello supone un contrasentido, en virtud a que si bien la inconstitucionalidad por consecuencia, derivada de la declaratoria de inexequibilidad de un decreto matriz, puede llegar a afectar los Decretos Legislativos dictados en desarrollo del mismo, no podría hacerlo frente a normas que tienen una categoría inferior, como serían los decretos reglamentarios expedidos para desarrollar esos Decretos Legislativos, frente a los cuales solamente se aplicaría, según la Sala Plena, la teoría de la pérdida de fuerza ejecutoria por desaparición de los fundamentos de hecho o de derecho.

En fin, considero que la inconstitucionalidad que se estableció respecto de los Decretos Legislativos 4704 y 4843 de 2008, debió igualmente aplicarse al Decreto 4844 del mismo año, sin que pudiera considerarse vigente por interregno alguno.

2.- Por otra parte, como el control de legalidad por inconstitucionalidad que corresponde hacer a la Sala Plena del Consejo de Estado sobre el Decreto 4844 de 2008 es integral, bien puede afirmarse que es necesario examinar la coherencia de las razones que lo inspiraron, a fin de determinar si ellas se corresponden con las esgrimidas por el Ejecutivo Nacional para expedir el Decreto Legislativo 4333 del 17 de noviembre de 2008
.

Así, en la parte motiva del Decreto 4333 del 17 de noviembre de 2008 el Gobierno Nacional invocó como razones para declarar el Estado de Excepción, las siguientes:

“Que en los términos del artículo 215 de la Constitución Política de Colombia, el Presidente de la República con la firma de todos los Ministros, en caso de que sobrevengan hechos distintos de los previstos en los artículos 212 y 213 de la Constitución Política, que perturben o amenacen perturbar en forma grave e inminente el orden económico, social y ecológico del país, o que constituyan grave calamidad pública, podrá declarar el Estado de Emergencia;

Que de acuerdo con lo previsto por el artículo 335 de la Constitución Política y las leyes colombianas vigentes, las actividades relacionadas con el manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos captados del público son de interés público y están sujetas a la intervención del Estado. Conforme a las normas legales las únicas entidades autorizadas para captar de manera masiva del público son las instituciones sometidas a la inspección, control y vigilancia de la Superintendencia Financiera de Colombia o de la Superintendencia de la Economía Solidaria. Es así como desde 1982 se consideran penalmente responsables las personas que captan de manera masiva sin la debida autorización de la Superintendencia Financiera;

Que a pesar de lo anterior, han venido proliferando de manera desbordada en todo el país, distintas modalidades de captación o recaudo masivo de dineros del público no autorizados bajo sofisticados sistemas que han dificultado la intervención de las autoridades;

Que con base en las falsas expectativas generadas por los inexplicables beneficios ofrecidos, un número importante de ciudadanos ha entregado sumas de dinero a captadores o recaudadores en operaciones no autorizadas, comprometiendo su patrimonio;

Que tales actividades llevan implícito un grave riesgo y amenaza para los recursos entregados por el público, toda vez que no están sujetas a ningún régimen prudencial y carecen de las garantías y seguridades que ofrece el sector financiero autorizado por el Estado;

Que con dichas modalidades de operaciones, se generan falsas expectativas en el público en general, toda vez que no existen negocios lícitos cuya viabilidad financiera pueda soportar de manera real y permanente estos beneficios o rendimientos, y en tal sentido los niveles de riesgo asumidos están por fuera de toda razonabilidad financiera;

Que la inclinación de muchos ciudadanos por obtener beneficios desorbitantes (sic), los ha llevado a depositar sus recursos en estas empresas cuyas operaciones se hacen sin autorización, desconociendo las reiteradas advertencias del Gobierno Nacional;

Que frente a la presencia de dichos captadores o recaudadores de dineros del público en distintas regiones del Territorio Nacional, mediante operaciones no autorizadas se han adoptado acciones y medidas por parte de distintas autoridades judiciales y administrativas;

Que no obstante lo anterior, se hace necesario adoptar procedimientos ágiles, mecanismos abreviados y demás medidas tendientes, entre otras, a restituir a la población afectada por las mencionadas actividades, especialmente a la de menores recursos, los activos que sean recuperados por las autoridades competentes;

Que estas actividades no autorizadas han dejando a muchos de los afectados en una precaria situación económica, comprometiendo así la subsistencia misma de sus familias, lo cual puede devenir en una crisis social;

Que con ocasión de lo expuesto en los considerandos anteriores, también puede perturbarse el orden público;

Que dada la especial coyuntura que configuran los hechos sobrevinientes descritos, que están amenazando con perturbar en forma grave el orden social, se hace necesario contrarrestar esta situación en forma inmediata;

Que se hace necesario ajustar las consecuencias punitivas de los comportamientos señalados en el presente decreto;

Que se hace necesario profundizar los mecanismos de acceso para las personas de bajos recursos al sistema financiero;

Que se hace necesario dotar a las autoridades locales de mecanismos expeditos con miras a evitar la pérdida de los recursos que puedan afectar el interés de la comunidad.” (Negrillas fuera del original)

De acuerdo con lo anterior, el Estado de Emergencia que se declaró mediante el Decreto Legislativo 4333 del 17 de noviembre de 2008, tuvo su origen en la crisis económica y social que en algunas regiones del país se desató a raíz de las captadoras ilegales de dineros, también conocidas como “pirámides”, que en forma masiva recibieron dineros de los asociados bajo la promesa de retribuciones por tasas de interés bastante elevadas y racionalmente insostenibles para cualquier empresario, que como se sabe culminó con la defraudación de un número importante de personas.

Según las mismas motivaciones, los sujetos afectados por la actuación ilegal de las “pirámides”, pudieran calificarse como indeterminados pero determinables, pues a ellos se refirió el Gobierno Nacional bajo expresiones como “el público en general”, “número importante de ciudadanos”, “población afectada” y “muchos ciudadanos”, lo cual resulta entendible porque quienes allí depositaron sus dineros eran de distintos estratos sociales y económicos, debido a que lo atractivo de la oferta convocó a la población en general. Y son determinables porque si bien formaron parte de diferentes estratos socio-económicos, la verificación de sus identidades podría establecerse bajo el calificativo de “ahorradores”, individualizables por las bases de datos que esas empresas debían tener y que de seguro pasaron a poder del Estado cuando decidió intervenirlas.

Por lo mismo, las medidas que el Gobierno Nacional decidiera implementar para contrarrestar los efectos de la emergencia económica y social, debían orientarse a dicha población y a ninguna otra, pues de no ser así se configuraría una falsa motivación del acto administrativo, que como se sabe es causal de nulidad según los términos del artículo 84 del Código Contencioso Administrativo. Lo anterior ha sido así dispuesto por el legislador en el artículo 47 de la Ley 137 de 1994, que al efecto prescribe:

“Artículo 47.- Facultades. En virtud de la declaración del Estado de Emergencia, el Gobierno podrá dictar decretos con fuerza de ley, destinados exclusivamente a conjurar la crisis y a impedir la extensión de sus efectos. 

Los decretos deberán referirse a materias que tengan relación directa y específica con dicho Estado…” (Resalto)
Pues bien, examinando el Decreto 4844 del 26 de diciembre de 2008, se tiene que allí se decretó:

“Artículo 1°. Modifícase la Ley 1169 de 2007, “por la cual se decreta el Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital y Ley de Apropiaciones para la vigencia fiscal del 1° de enero al 31 de diciembre de 2008”, efectuando contracréditos y créditos en el Presupuesto de Gastos o Ley de Apropiaciones por la suma de doscientos veinte mil millones de pesos ($220.000.000.000) moneda legal, según el siguiente detalle: 

CONTRA CRÉDITO
	CTA.
PROG
	SUBC.
SUBP
	CONCEPTO
	APORTE
NACIONAL
	RECURSOS
PROPIOS
	TOTAL

	SECCIÓN 1301
MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO

	A. PRESUPUESTO DE FUNCIONAMIENTO 
	220.000.000.000
	 
	220.000.000.000

	TOTAL CONTRA CRÉDITOS SECCIÓN 
	220.000.000.000 
	 
	220.000.000.000

	TOTAL CONTRA CRÉDITO
	220.000.000.000
	 
	220.000.000.000


Artículo 2. Con base en el recurso de que trata el artículo anterior, ábranse los siguientes créditos en el Presupuesto de Gastos o Ley de Apropiaciones para la vigencia fiscal 2008, según el siguiente detalle:

CRÉDITOS - PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACIÓN
	CTA.
PROG
	SUBC.
SUBP
	CONCEPTO
	APORTE
NACIONAL
	RECURSOS
PROPIOS
	TOTAL

	SECCIÓN 0210
AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL ACCIÓN SOCIAL

	B. PRESUPUESTO DE INVERSIÓN 
	220.000.000.000 
	 
	220.000.000.000

	530
	 
	ATENCIÓN, CONTROL Y ORGANIZACIÓN INSTITUCIONAL PARA APOYO A LA GESTIÓN DEL ESTADO
	220.000.000.000
	 
	220.000.000.000

	 
	1000
	INTERSUBSECTORIAL GOBIERNO
	220.000.000.000 
	 
	220.000.000.000

	TOTAL CRÉDITOS SECCIÓN
	220.000.000.000
	 
	220.000.000.000

	TOTAL CRÉDITOS
	220.000.000.000
	 
	220.000.000.000


Artículo 3°. El presente decreto se acompaña de un anexo que contiene el detalle del gasto.

Artículo 4°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.”

Según lo consignado en precedencia, la adición presupuestal implementada por el Gobierno Nacional para afrontar la crisis generada por las captadoras ilegales de dinero, se encausó a través del establecimiento denominado “Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Acción social”, que surgió a la vida jurídica gracias a la fusión de la Agencia Colombiana de Cooperación Internacional “ACCI” y la Red de Solidad Social “RSS”, dispuesta por el Presidente de la República mediante la expedición del Decreto 2467 del 19 de julio de 2005. En el mismo decreto se prescribió que Acción Social se creaba como un establecimiento público del orden nacional, con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio, adscrito al Departamento Administrativo de la Presidencia de la República (Art. 2), donde se definieron su objeto y funciones en los siguientes términos:

“Artículo 5°. Objeto. La Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Acción Social, tiene por objeto, coordinar, administrar y ejecutar los programas de acción social dirigidos a la población pobre y vulnerable y los proyectos de desarrollo, coordinando y promoviendo la cooperación nacional e internacional, técnica y financiera no reembolsable que reciba y otorgue el país.

Artículo 6°.- Funciones generales. La Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Acción Social, tendrá las siguientes funciones:

1. Coordinar el desarrollo de la política que en materia de acción social fije el Gobierno Nacional.

2. Coordinar el desarrollo de la política que en materia de cooperación fije el Ministerio de Relaciones Exteriores.

3. Administrar y promover la cooperación internacional técnica y financiera no reembolsable bajo la dirección y coordinación del Ministerio de Relaciones Exteriores.

4. Ejecutar en lo de su competencia los programas de la política de inversión social focalizada que defina el Presidente de la República, contemplados en la Ley del Plan Nacional de Desarrollo, dirigidos a los sectores más pobres y vulnerables de la población colombiana.

5. Efectuar la coordinación interinstitucional para que la acción social llegue de manera ordenada y oportuna al territorio nacional.

6. Coordinar el Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia y ejecutar acciones de acompañamiento al retorno, prevención, protección, atención humanitaria y reubicación a favor de la población desplazada y en riesgo de desplazamiento, de conformidad con las competencias asignadas por la Ley 387 de 1997 y sus decretos reglamentarios.

7. Atender a las víctimas de la violencia de acuerdo con lo establecido por la Ley 418 de 1997, prorrogada y modificada por la Ley 782 de 2002 y aquellas que la modifiquen, adicionen o sustituyan.

8. Coordinar y articular con los potenciales aportantes y receptores de cooperación Internacional pública y privada, la cooperación técnica y financiera no reembolsable que reciba y otorgue el país, así como los recursos que se obtengan como resultado de condonación de deuda con naturaleza de contenido social o ambiental.

9. Apoyar al Ministerio de Relaciones Exteriores en los procesos de negociación de los acuerdos, tratados o convenciones marco en materia de cooperación y de los acuerdos o convenios complementarios de cooperación internacional, técnica o financiera no reembolsable.

10. Administrar los recursos, planes, programas y proyectos de cooperación internacional técnica y financiera no reembolsable o de cooperación privada que adelante el país, cuando sea procedente, bajo las directrices que imparta el Ministerio de Relaciones Exteriores.

11. Promover el mejoramiento de las condiciones de vida de la población más pobre y vulnerable del país, a través de la coordinación y ejecución de programas y proyectos con recursos de fuente nacional o de cooperación internacional, de acuerdo con la política que determine el Gobierno Nacional.

12. Las demás que le señale la ley en desarrollo de su objeto.” (Destaco)

Queda de presente con lo dicho hasta ahora, que no existe identidad entre la población que resultó afectada con la actividad ilegal de las captadoras de dinero del público “pirámides”, y la población que debe atender la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional – Acción Social. En efecto, basta recordar que quienes resultaron afectados con el accionar de las “pirámides”, pueden clasificarse como ahorradores o personas que voluntariamente entregaron sus dineros a las captadoras en espera de obtener unos rendimientos exorbitantes; en cambio, la población que debe ser atendida por dicha Agencia Presidencial es denominada por el mismo Gobierno Nacional como “población pobre y vulnerable”, “sectores más pobres y vulnerables de la población colombiana”, “población desplazada y en riesgo de desplazamiento”, “víctimas de la violencia” y “población más pobre y vulnerable del país”.

Resulta incontrovertible, entonces, que entre la población golpeada con la actividad ilegal de las “pirámides” y la población que debe ser atendida por la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional – Acción Social, no existe una “relación directa y específica”, cual lo manda el artículo 47 de la Ley 137 de 1994 (LEEE) y que bien puede demostrarse a las reglas de la lógica.

En efecto, existen dos factores que podrían calificarse de determinantes al momento de distinguir una población de la otra, como son el económico y el espacial. En cuanto a lo económico debe señalarse que los ahorradores de las “pirámides” se caracterizan, en principio, por sus excedentes económicos, ya que solamente puede ahorrar aquella persona que una vez cubiertas sus necesidades básicas algo de dinero le queda, incluso han podido acudir al crédito para asumir el riesgo de invertir allí; por el contrario, la población que debe atender la Agencia Presidencial Acción Social se identifica por su déficit económico, por carecer de lo necesario para cubrir sus necesidades básicas y por supuesto por estar bajo la línea de pobreza, pues no en vano el mismo Decreto 2467 del 19 de julio de 2005 los denomina “población pobre y vulnerable”, “sectores más pobres y vulnerables de la población colombiana”, evidenciándose con ello que su capacidad económica es mínima, si no nula.

Y en lo atinente a lo geográfico o espacial porque la población impactada por las “pirámides” de seguro tiene garantizado un lugar donde vivir junto con su familias, en tanto que buena parte de los destinatarios de la Agencia Presidencial Acción Social bien pueden tomarse como nómadas de la sociedad colombiana, ya que dada su desposesión e insuficiencia económica, deambulan por las principales ciudades del país en busca de ayuda gubernamental o social, en una corriente migratoria no voluntaria derivada del desplazamiento forzado que ha generado el conflicto armado interno, que los ha llevado a dejar atrás sus raíces y bienes, realidad que el mismo gobierno admite al denominarlos en aquél decreto como “población desplazada y en riesgo de desplazamiento” y “víctimas de la violencia”.
Así las cosas, mi disentimiento con lo decidido por la Sala Plena en el numeral 1º de la parte resolutiva de la sentencia proferida el 11 de agosto de 2009, alusivo al Decreto 4844 del 26 de diciembre de 2008, estriba en que la adición presupuestal allí decretada no se hizo con el fin de superar la crisis social y económico generada por la captación ilegal de recursos del público a través de las “pirámides”, sino que se hizo con el propósito de asignar importantes recursos económicos a la Agencia Presidencial Acción Social, que por su objeto social, que desde luego no puede desbordar, no puede atender a dicha población sino a una diferente. 

Ello demuestra que no existe una “relación directa y específica” entre la asignación de esos recursos económicos y la población que resultó afectada con la actividad ilegal de las “pirámides”, lo que igualmente se comprueba con los hechos que públicamente han sido conocidos y que dan cuenta que a dichos ahorradores les han sido reintegrados algunos dineros provenientes de la liquidación de esas empresas -por supuesto ínfimos-, pero que en ningún momento los dineros adicionados al presupuesto han servido, al menos directamente, para reparar económicamente a esas víctimas. Es posible que hayan sido destinados a la atención de la población más pobre y vulnerable del país o a los desplazados o víctimas de la violencia, pero ello no guarda una vinculación estrecha con los hechos generadores de la declaratoria de estado de excepción, que insisto fue por el proceder de las captadoras ilegales de recursos económicos del público.

Conduce todo lo discurrido a colegir, como ya se había anunciado líneas arriba, que el Decreto 4844 del 26 de diciembre de 2008 es nulo por violar lo dispuesto en el artículo 47 de la Ley 137 de 1994, pues si bien el Gobierno Nacional tiene la competencia para que al amparo de la declaración del estado de emergencia dicte algunas medidas a través de decretos legislativos o de actos administrativos de carácter general, las mismas deben encaminarse “exclusivamente a conjurar la crisis y a impedir la extensión de sus efectos” o “debe[n] referirse a materias que tengan relación directa y específica con dicho Estado”. Sin embargo, quedó en evidencia que dicha adición presupuestal tuvo por fin nutrir de considerables recursos económicos a una Agencia Estatal que según su objeto no tiene la capacidad para atender a los ahorradores que resultaron afectados con el accionar de las “pirámides”.

Son estas apreciaciones las que me impidieron acompañar el fallo en lo atinente al Decreto 4844 de 2008, el cual estaba afectado por vicios de inconstitucionalidad y de ilegalidad.

Atentamente, 

MARÍA NOHEMÍ HERNÁNDEZ PINZÓN

Consejera de Estado

SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO

Consejera: RUTH STELLA CORREA
Con todo respeto por la Sala me aparto parcialmente de la sentencia de 11 de agosto de 2009, proferida en el proceso de la referencia, por medio de la cual la Sala Plena de esta Corporación -con arreglo a lo dispuesto por el artículo 20 de la Ley 137 de 1994 Estatutaria de Estados de Excepción- decidió declarar ajustado a derecho el decreto 4844 de 2008 y declaró la nulidad del decreto 4865 de 2008, expedidos al amparo del estado de emergencia social declarado mediante el decreto 4704 de 2008. 

Mi disentimiento con la providencia versa sobre dos aspectos: i) El alcance de los comunicados de prensa de la Corte Constitucional y ii) La legalidad y constitucionalidad del decreto 4844 de 2008. 

1. El alcance de los comunicados de prensa de la Corte Constitucional

La sentencia de la que respetuosamente me separo, comienza por señalar que los decretos legislativos objeto de reglamentación por las normas que se revisan automáticamente fueron estudiados por la Corte Constitucional, según dan cuenta los comunicados de prensa No. 08 y 17 de 2009. Luego de hacer una extensa trascripción de una providencia de esa Corporación, sostiene la mayoría que “los efectos jurídicos de las sentencias de constitucionalidad y su exigibilidad operan válidamente a partir del día siguiente a aquél en que se adoptó la correspondiente decisión, siempre y cuando se divulgue o comunique por los medios ordinarios reconocidos y no desde el momento en que se suscribe  el texto, los salvamentos o aclaraciones, o se practica su notificación, dados sus efectos erga omnes, su carácter obligatorio, la primacía de la Constitución y la seguridad jurídica”. 
A este respecto conviene precisar que si bien la Corporación ha ido construyendo una jurisprudencia que abre las puertas al uso de las nuevas tecnologías en materia probatoria
, esta no resulta aplicable al caso sub lite porque i) el comunicado de prensa no es -ni puede serlo- “prueba” alguna de una providencia de constitucionalidad cuyo texto y contenido definitivo era desconocido a la fecha de expedición de esta sentencia y ii) la decisión de exequibilidad o no de un precepto no afecta el juicio de legalidad, por demás oficioso, que al Consejo de Estado atañe.

Conviene recordar que la Sección Tercera de esta Corporación en sentencia de 24  de febrero de dos mil cinco 2.005, Actor: Poveda Perdomo, Rad. AP-01470-01, C. P. Ramiro Saavedra Becerra, providencia reiterada en múltiples oportunidades
, dejó sentado que las providencias de constitucionalidad no vinculan a partir del día siguiente a la fecha de su expedición (que es conocida por medio del comunicado de prensa) sino a partir de su firmeza. Dijo la Sala:

“(…) que el presidente de la Corte Constitucional pueda dar a conocer a la opinión pública el contenido y alcance de las decisiones judiciales, tal y como lo prevé el inciso segundo del artículo 64 de la ley Estatutaria de Administración de Justicia, norma aplicable también a la Corte Suprema de Justicia y al Consejo de Estado, no implica el reconocimiento legal de que a partir de entonces las decisiones sean vinculantes. (…) La norma transcrita permite que exclusivamente ‘[p]or razones de pedagogía jurídica’, y sólo para esos efectos, pueda darse a conocer el contenido y alcance de las decisiones judiciales, antes de que se encuentre el texto adoptado con todas las modificaciones propias del procedimiento colegiado y sin que aún haya sido notificado. 

(…) Por manera que, la divulgación de las decisiones judiciales de que trata el artículo 64 de la ley estatutaria de Administración de Justicia no tiene el propósito de sustituir las normas de orden público que señalan desde cuándo comienzan a producir efectos los fallos, sino que es tan sólo un simple desarrollo del derecho a la información previsto en el artículo 20 Constitucional.” 

Esta jurisprudencia puso de presente que fue la misma Corte Constitucional quien definió que el proceso constitucional termina con la ejecutoria del fallo respectivo:

“La Corte Constitucional, en la ratio decidendi de la sentencia que se ocupó de estudiar los efectos de sus fallos en asuntos de constitucionalidad (art. 21 del decreto 2067 de 1991), definió que el proceso constitucional tan sólo termina con la ejecutoria de la respectiva sentencia, comoquiera que únicamente cuando está en firme es de obligatorio cumplimiento y sus efectos se producen cuando la sentencia esté ejecutoriada (…)
 

Es preciso tener en cuenta que esta providencia fue retomada por la Corte Constitucional, cuando adelantó la revisión previa de Constitucionalidad del artículo 45 de la ley Estatutaria de Administración de Justicia, relativo a las reglas sobre los efectos de las sentencias proferidas en desarrollo del control judicial de constitucionalidad)
.” (cursiva en original)

El proveído en cita, apoyado en doctrina nacional y foránea, hizo un estudio detallado de los antecedentes en Colombia en materia de vinculación de fallos de constitucionalidad y describió algunos ejemplos del modelo concentrado, europeo o austriaco para luego concluir:

“En tales condiciones se tiene que, salvo el caso excepcional de Eslovenia, la regla impuesta en el contencioso constitucional no es precisamente la de establecer la vinculación desde la fecha de adopción de la providencia. Y se exceptúa este caso, pues como se observa de la cita transcrita, los otros casos enlistados por el autor refieren a contenciosos electorales y no a enjuiciamientos de constitucionalidad de la ley.

De manera que ese poder enorme con que cuenta el juez constitucional de privar de efectos una ley, que se ejerce en el control abstracto de constitucionalidad, exige el requisito de publicidad, que en el caso Colombiano está previsto por la ley bajo la forma de notificación por edicto, al tiempo que en la mayoría de países opera a partir de la publicación del texto integral de la sentencia.

La publicación, en el derecho continental europeo, y la notificación en el caso Colombiano, permiten identificar con claridad el momento a partir del cual la providencia de control constitucional comienza a desplegar sus efectos de res iudicata, lo cual brinda la certeza necesaria a todas las personas y a los poderes públicos sobre el derecho vigente aplicable. Las dificultades que puedan generarse por eventuales tardanzas en notificar en debida forma la decisión respectiva, son solucionadas en el derecho Colombiano con el plazo perentorio de seis (6) días que manda la ley para dar a conocer el texto definitivo de la providencia (art. 16 Decreto 2067 de 1991).” (negrillas en texto original)

Por lo demás, poco interesa que no se hubiesen notificado las decisiones de constitucionalidad, pues la Sala puede emprender el estudio de legalidad de un acto administrativo con prescindencia de la constitucionalidad de la norma que le sirvió fundamento, como en efecto se hizo en el presente caso.
2. El decreto de liquidación del Presupuesto General de la Nación y su análisis de conexidad con el estado de excepción decretado

Al estudiar la legalidad del decreto 4844 de 2008, por el cual se liquida la modificación al Presupuesto General de la Nación contenida en el decreto legislativo 4843 de 2008, entendió la mayoría de la Sala que éste constituía una medida para conjurar la crisis y neutralizar la situación social generada con la ilegal captación masiva de recursos del público. Al efecto, en la sentencia de la que me aparto encontró ajustado el precepto estudiado sobre la base de que la Agencia Presidencial para la Acción Social es el organismo cabeza del sector administrativo que “resultó afectado con las circunstancias que dieron lugar a la emergencia económica y social decretada”. A partir de esa premisa la Sala razonó que:
“En consideración de la Sala, el Decreto 4844 de 2008, constituye una medida tendiente a conjurar la crisis y neutralizar la situación social  generada por la actividad desplegada por los captadores ilegales de dineros  que, ante la inclinación de muchas personas de obtener beneficios económicos descomunales, ha venido proliferando de manera desbordada, comprometiendo a las regiones más afectadas del país, hechos estos que perturban o amenazan perturbar en forma grave e inminente el orden económico y social. 

Su fin último es el de detener las diversas manifestaciones sociales y los fenómenos que amenazan la estabilidad del orden social, prevenir o contrarrestar la extensión de sus efectos, y aumentar la cobertura de los programas sociales orientados a solucionar dicha situación. De su contenido se desprende que fue expedido  para atender los gastos ocasionados por las medidas requeridas para enfrentar el estado de excepción surgido, se reitera, en atención de actividades relacionadas con el manejo, aprovechamiento e inversión de recursos captados del público, que según el artículo 335 de la Constitución Política,  están sujetas a la intervención del Estado por ser de interés social.

En síntesis, el decreto estudiado fue proferido con el propósito de instrumentalizar la reforma al presupuesto,  encaminada a aumentar la cobertura de los programas sociales dirigidos a solucionar la grave situación originada en la actividad de los recaudadores de dinero del público en operaciones no autorizadas, y en tal virtud sus fines estaban conformes con los establecidos en el multicitado artículo 67.

Finalmente, es consecuente con las exigencias de orden formal establecidas por la ley, relacionadas con el hecho de ir acompañado de un anexo que presente el detalle del gasto, pues en el documento adjunto se precisa que los $ 220.000’000.000,oo., en los que se modificó el Presupuesto General de la Nación están destinados a gastos de funcionamiento de la Agencia Presidencial para la Acción Social, organismo que siendo la cabeza del sector administrativo, que resultó afectado con las circunstancias que dieron lugar a la emergencia económica y social decretada, estaba a cargo de las medidas necesarias para resolverla.

Así pues, el Decreto cuya revisión adelanta la Sala, mientras gozó de fuerza ejecutoria, se avino a las disposiciones legales y así se declarará en la parte resolutiva de esta providencia.”

Entiendo que aunque el decreto de liquidación toma como base lo dispuesto en la ley de presupuesto, según se desprende de lo dispuesto por el artículo 67 del Decreto 111 de 1996-Estatuto Orgánico del Presupuesto (artículo 54 de la Ley 38 de 1989 y art. 31 de la Ley 179 de 1994), es sabido que en el sistema presupuestal colombiano a este decreto “lo acompaña un anexo en el cual se detallan los gastos”, de modo que “en esta instancia final opera la desagregación de las apropiaciones presupuestales”
 para darle una presentación comprensible para el público y útil para los funcionarios ordenadores, como lo señaló esta Corporación en sentencia de abril de 1948.

Como lo ha reconocido la jurisprudencia en cita, el decreto de liquidación del presupuesto expedido por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público no es un acto creativo de ninguna disposición legal sino que es la resultante de una “labor técnica material” que ordena las partidas de ingresos y de gastos después de la discusión en el Congreso, pero no puede decretar gastos nuevos.

Ahora, el hecho de que en estados de emergencia a virtud de autorización constitucional (arts. 215 CN) el gobierno está habilitado para expedir decretos con carácter legislativo, que justamente por ello, tienen completa fuerza de leyes, y por lo mismo sea él quien a la vez modifica el presupuesto y decreta su liquidación, no supone que en este último al desagregar la cuenta respectiva el gobierno esté facultado para asignar una partida para un asunto ajeno a la declaratoria misma del estado de excepción. 

Así que si bien de conformidad con el decreto 2467 de 2005 la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Acción Social, es un establecimiento público que tiene por objeto, coordinar, administrar y ejecutar los programas de acción social dirigidos a la población pobre y vulnerable y los proyectos de desarrollo, coordinando y promoviendo la cooperación nacional e internacional, técnica y financiera no reembolsable que reciba y otorgue el país, ello no significa, como parece entenderlo la mayoría, que en el decreto de liquidación pueda el Gobierno de manera discrecional asignar la partida al programa que a bien estime de dicha entidad, como aquí se hace. 

En estados de excepción el proceso presupuestal implica la concentración temporal de funciones estatales de disímil orden en cabeza del Gobierno de modo que en estos casos se desdibuja el “complejo reparto de competencias entre los distintos órganos de poder”
 que distingue el proceso presupuestal ordinario, ya que aquel simultáneamente prepara y aprueba el proyecto, también lo ejecuta, previa liquidación que él mismo adelanta, sin que en su confección participe el pueblo a través de sus representantes. 

En otras palabras, esa línea de ruta de ejecución del gasto público que es el presupuesto, como mecanismo de racionalización de la actividad estatal en los estados de excepción resulta despojada –por autorización constitucional- de su pilar democrático, en cuanto el Gobierno resulta excepcionalmente sometido a la ley que él mismo expide, en una suerte de “auto-autorización”. Ello impone un ejercicio más severo de control por parte del juez del decreto de liquidación, quien a más de las circunstancias ordinarias tiene el deber de evaluar la íntima conexidad de las apropiaciones con la medida de excepción. 

Por manera que en estados de excepción, dado que coincide la condición de legislador y de liquidador del presupuesto en cabeza del gobierno, éste debe ser extremadamente cuidadoso, ya que al no mediar la autorización política propia del proceso democrático de la normalidad constitucional, es su deber precisar con toda claridad la íntima conexión de la partida desagregada con la emergencia social decretada. O lo que es igual, al no haber sido precedido del proceso de discusión que distingue la elaboración democrática del presupuesto, no puede el gobierno -sin más- asignar una partida en el anexo del decreto de liquidación, cuando desagrega el detalle, sin que en ella se advierta con claridad meridiana su conexidad con la medida de excepción adoptada (art. 215 superior).

Al descender estas premisas al sub examine, encuentro que en la asignación de la partida que aparece en el anexo al decreto de liquidación (Diario Oficial 47214  de 26 de diciembre de 2008 p. 73) aparece como concepto “implementación del programa familias en acción para población vulnerable” cuando este programa tiene por objeto entregar subsidios de nutrición o educación a los niños menores de 7 años que pertenezcan a las familias pertenecientes al nivel 1 del SISBEN, familias en condición de desplazamiento o familias indígenas
 (Ley 1151 de 2007-Plan Nacional de Desarrollo). A mi juicio es evidente que mal podía el gobierno utilizar el instituto de la liquidación del presupuesto para destinar ingentes recursos a programas ajenos al estado de emergencia, esto es, que no tenían relación directa y específica con la situación que determinó la declaratoria del estado de excepción, como es justamente la situación objeto de examen.

3. Conclusión

Disiento de la decisión adoptada por la mayoría, en cuanto afirma que el gobierno en el primero de los decretos objeto del control inmediato de legalidad no infringió precepto alguno. Estimo, por el contrario, que al desagregar las partidas que el propio gobierno había adoptado en uso de excepcionales atribuciones legislativas, permitió la destinación de unos recursos a asuntos ajenos a la declaratoria y por lo mismo era menester declarar su nulidad. 

En este sentido dejo presentado mi salvamento de voto.

Fecha ut supra.

RUTH STELLA CORREA PALACIO

ACLARACIÓN DE VOTO

Consejero: HÉCTOR J. ROMERO DÍAZ
Comparto la decisión que declaró ajustado a derecho, mientras produjo efectos, el Decreto 4844 de 2008, mediante el cual se liquidó la modificación al presupuesto general de la Nación prevista en el Decreto 4843 de 2008, para la vigencia fiscal del mismo año, y que encontró no ajustado a derecho el Decreto 4865 de 2008 que modificó el artículo 305 del Código Penal. Sin embargo, con el respeto debido a las decisiones de la Sala, aclaro mi voto, por las razones expuestas en la sesión en la que se discutió y aprobó la decisión en el presente asunto, en los siguientes términos:

Afirmó la Sala que las sentencias de constitucionalidad producen efectos jurídicos y son de obligatorio cumplimiento a partir del día siguiente al que se adoptó la decisión, siempre y cuando ésta se divulgue y comunique a través de medios reconocidos por la Corte Constitucional, verbigracia los comunicados de prensa; para ello, la Sala acogió en su integridad los argumentos de la mencionada Corporación que sostienen que ante la falta de un señalamiento preciso en el artículo 45 de la Ley 270 de 1996 sobre el momento en que un fallo de constitucionalidad produce efectos, pues, la norma sólo dispone que éstos son a futuro a menos que la providencia señale lo contrario, es necesario recurrir a la preceptiva de los artículos 56 y 64 ídem
.

Sostuvo la providencia que aclaro que los citados artículos contemplan que los fallos de control de constitucionalidad tendrán la fecha en que se adopte la decisión y no en la que se suscribe el texto definitivo de la sentencia, los salvamentos o aclaraciones, o en la que se practique la notificación. Además, que la divulgación de los boletines de prensa de la Corte permite a otros jueces decidir asuntos que estén relacionados con el control de constitucionalidad, así el texto de la sentencia aún no se encuentre suscrito; tal como sucedió en la controversia sub júdice, en la que con base en el boletín que informó sobre la inexequibilidad de los Decretos Legislativo 4704 y 4843 de 2008, se declaró ajustado a derecho, mientras estuvo vigente, el Decreto 4844 de 2008.  
Disiento de los anteriores argumentos, pues, del contenido de los artículos 56 y 64 de la Ley 270 de 1996 no se advierte como facultad del Juez Constitucional señalar desde cuándo sus sentencias se encuentran ejecutoriadas y son obligatorias, habida cuenta que con ello se desconocen las reglas que prevé el ordenamiento respecto de los efectos y el carácter de cosa juzgada de las providencias judiciales
.  

En efecto, los artículos en comentario disponen que la sentencia tendrá la fecha en que se adopte la decisión, y, que por motivos de pedagogía jurídica los Presidentes de las Altas Cortes podrán informar sobre el contenido y alcance de las providencias judiciales; empero, de modo alguno, dichas normas permiten al juez decidir a partir de cuándo la sentencia se encuentra ejecutoriada, pues, ello se encuentra regulado por la ley y, en el caso del control de constitucionalidad por el Decreto 2067 de 1991 [16]
.   

En ese orden de ideas, las sentencias que se dictan en el ejercicio del control de constitucionalidad tiene el carácter de cosa juzgada erga omnes (art. 243 de la CP) y su cumplimiento es obligatorio tres días después de su notificación, de acuerdo con el artículo 331 del C. de P. C
. Coherentemente, el cumplimiento de la sentencia de constitucionalidad es obligatorio desde que adquiere fuerza ejecutoria y no desde la fecha en que se adopte la decisión. 


En esta forma dejo expresadas las razones de mi aclaración.

HÉCTOR J. ROMERO DÍAZ

Fecha ut supra.

NORMA DEMANDADA: DECRETO 4844 DE 2008 / DECRETO 4865 DE 2008

� No obstante que al inició del artículo 1º de su parte resolutiva se señala que a través de él se modifica la Ley 1169 de 2007 ”[P]or la cual se liquida el presupuesto de Rentas y Recursos de Capital y Ley de Apropiaciones para la vigencia fiscal de 1º de enero a 31 de diciembre de 2008”, advierte la Sala que la redacción fue desafortunada en la medida que la modificación de la referida Ley operó en virtud del Decreto Legislativo 4843 de 2008, tal como aparece en el epígrafe y en la parte considerativa del mismo. 








� 	Sentencia T-832 de 2003 (M.P. Jaime Córdoba Triviño). En idéntico sentido, se pueden consultar: C-327 de 2003 (M.P. Alfredo Beltrán Sierra), C-551 de 2003 (M.P. Eduardo Montealegre Lynett), Auto 165 de 2003 (Eduardo Montealegre Lynett), entre otras. 


� 	Es pertinente señalar que existen algunos salvamentos de voto en torno a la competencia de la Corte Constitucional de diferir los efectos de sus sentencias. Véase, por ejemplo, el fallo C-737 de 2001, en donde la Corte declaró inexequible la Ley 619 de 2000 referente al reconocimiento, liquidación y uso de las regalías.


� 	Sentencia T-832 de 2003. M.P. Jaime Córdoba Triviño. 


� 	Sentencia C-037 de 1996. M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.


� 	Sobre la naturaleza erga omnes de los fallos de constitucionalidad, puede consultarse la Sentencia C-774 de 2001 (M.P. Rodrigo Escobar Gil).


� 	Sentencia T-832 de 2003 (M.P. Jaime Córdoba Triviño).


� 	Ibídem. 


�  “La sentencia tendrá la fecha en que se adopte (…)”


� Tratándose de corporaciones judiciales, las decisiones serán divulgadas por conducto de sus presidentes.


� El artículo 45 de la Ley 270 de 1996 dice: “REGLAS SOBRE LOS EFECTOS DE LAS SENTENCIAS PROFERIDAS EN DESARROLLO DEL CONTROL JUDICIAL DE CONSTITUCIONALIDAD. Las sentencias que profiera la Corte Constitucional sobre los actos sujetos a su control en los términos del artículo 241 de la Constitución Política, tiene efectos hacia el futuro a menos que la Corte resuelva lo contrario.


� Artículo 21 del Decreto 2067 de 1991 dice “Las sentencias que profiera la Corte Constitucional [...] Los fallos de la Corte solo tendrán efecto hacia el futuro, salvo para garantizar el principio de favorabilidad en materias penal, policiva y disciplinaria. 





� � HYPERLINK "http://www.constitucional,gov.co" ��www.constitucional,gov.co�, comunicados de prensa, comunicado 15 de 30 de marzo de 2009. 





� REYES ECHANDIA Alfonso, Derecho Penal, Editorial Temis - 1985, Página 110. 


� La norma prescribe: “Artículo 66.- Pérdida de fuerza ejecutoria. Salvo norma expresa en contrario, los actos administrativos serán obligatorios mientras no hayan sido anulados o suspendidos por la jurisdicción en lo contencioso administrativo, pero perderán su fuerza ejecutoria en los siguientes casos:… 2. Cuando desaparezcan sus fundamentos de hecho o de derecho. (…)”


� C-135 de 1996.


� Así los califica el propio legislador, puesto que en el artículo 20 de la Ley 137 de 1994 se refiere a ellos en estos términos: “Las autoridades competentes que los expidan enviarán los actos administrativos a la jurisdicción contencioso-administrativa indicada, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a su expedición.” (Negrillas propias)


� Al respecto dice la disposición: “Artículo 189.- Corresponde al Presidente de la República como Jefe de Estado, Jefe del Gobierno y Suprema Autoridad Administrativa:… 11.  Ejercer la potestad reglamentaria, mediante la expedición de los decretos, resoluciones y órdenes necesarios para la cumplida ejecución de las leyes. (…)”.


� Se podría decir contra este planteamiento que el Decreto 4844 de 2008 no fue expedido con fundamento en el Decreto Legislativo 4333 de 2008, sino con base en el Decreto Legislativo 4704 de 2008, y que por tanto no resulta plausible su confrontación contra los motivos alegados en el primero de ellos. Sin embargo, como se tiene averiguado que el último devino inconstitucional por ausencia de motivación, y dado que es innegable que esos decretos legislativos se produjeron para conjurar la crisis social y económica derivada de las captadoras ilegales de dinero, la comparación propuesta resulta de recibo.


� Cfr. CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCION TERCERA, Sentencia de 15 de agosto de 2007, Radicación número: AP-19001-23-31-000-2005-00993-01, Actor: Luis Alejandro Burbano Idrobo, Demandado: Departamento del Cauca y otro y Sentencia de 13 de agosto de 2008, Rad. AP-25000-23-27-000-2004-00888-01, Actor: Gabriel Camilo Fraija Massy, Demandado: Distrito Capital de Bogotá.


� Vid. CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN TERCERA, Sentencia de 26 de enero  de 2006, Rad. AP-25000-23-26-000-2004-01640-01, Actor: Luis Enrique Poveda Perdomo, Demandado: Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá y otro, Sentencia de 22 de febrero de 2007, Rad. AP-410012331000200400726 01, Actor: María Nubia Zamora Vargas, Demandado: Empresa de Servicios Públicos del Municipio de la Plata y otros, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez y Sentencia de 19 de abril de 2007, Exp. AP 410012331000200400819 01, Actor: Maria Nubia Zamora, Demandando: Empresa de Servicios Públicos de Pitalito y otros, CP Mauricio Fajardo Gómez.





� CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN TERCERA, Sentencia de 24  de febrero de dos mil cinco 2.005, Actor: Alberto Poveda Perdomo, Demandada: Empresas Públicas De Neiva y Otros, Radicación: 41001-23-31-000-2003-(AP-01470)-01, C. P. Ramiro Saavedra Becerra.
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� Cfr. Corte Constitucional C-327 de 2003 y C-551 de 2003.


� Artículo 56 de la Ley 270 de 1996: “FIRMA Y FECHA DE PROVIDENCIAS Y CONCEPTOS. El reglamento interno de la Corte Suprema de Justicia, de la Corte Constitucional, de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y del Consejo de Estado, respectivamente, determinará, entre otras, la forma como serán expedidas y firmadas las providencias, conceptos o dictámenes adoptados. En dicho reglamento se deberá además incluir un término perentorio para consignar en el salvamento o la aclaración del voto los motivos de los Magistrados que disientan de la decisión jurisdiccional mayoritaria, sin perjuicio de la publicidad de la sentencia. La sentencia tendrá la fecha en que se adopte”.


Artículo 64 de la Ley 270 de 1996: “COMUNICACIÓN Y DIVULGACIÓN. […] Por razones de pedagogía jurídica, los funcionarios de la rama judicial podrán informar sobre el contenido y alcance de las decisiones judiciales. Tratándose de corporaciones judiciales, las decisiones serán divulgadas por conducto de sus presidentes […]”. 


� Artículo 16 del Decreto 2067 de 1991:”La parte resolutiva de la sentencia no podrá ser divulgada sino con los considerandos y las aclaraciones y los salvamentos de voto correspondientes, debidamente suscritos por los magistrados y el Secretario de la Corte.


La sentencia se notificará por edicto con los considerandos y las aclaraciones y los salvamentos de voto correspondientes, debidamente suscritos por los magistrados y el Secretario de la Corte dentro de los seis días siguientes a la decisión […]”.  


� Artículo 331 del CPC: “Las providencias quedan ejecutoriadas y son firmes tres días después de notificadas, cuando carecen de recursos o han vencido los términos sin haberse interpuesto los recursos que fueren procedentes, o cuando queda ejecutoriada la providencia que resuelva los interpuestos […]” .





